
 
  

INICIATIVA QUE REFORMA Y ADICIONA LOS ARTÍCULOS 75 Y 76 DE LA LEY GENERAL DE 

EDUCACIÓN, SUSCRITA POR EL DIPUTADO FELIPE FERNANDO MACÍAS OLVERA E 

INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PAN 

El que suscribe, Felipe Fernando Macías Olvera, en mi calidad de diputado federal de la LXIV Legislatura de 

la Cámara de Diputados, y las y los diputados integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, 

con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos; 6, numeral 1, fracción I, 77, 78, y demás relativos del Reglamento de la Cámara de 

Diputados, someto a consideración de está soberanía, la presente iniciativa con proyecto de decreto por el que 

se reforman los artículos 75, fracción IX, y 76, fracción III, de la Ley General de Educación , de 

conformidad con lo siguiente: 

Exposición de Motivos 

Un Estado democrático debe considerar a la dignidad, como un atributo inherente a la persona humana que la 

hace merecedora de total respeto y que delimita un ámbito de prerrogativas que se le han de garantizar, a fin de 

que tenga una existencia plena en todos los espacios en donde se desarrolle. Es decir, el Estado, a través de sus 

diversas competencias, debe proveer a todos los ciudadanos, de las condiciones mínimas necesarias que 

garanticen su adecuado y sano desarrollo, sin distinción de condiciones jurídicas, políticas, sociales, económicas 

y culturales. 

En este sentido, Jürgen Habermas señala que: “A lo largo del tiempo ha existido una conexión interna entre la 

noción moral de dignidad humana y la concepción jurídica de los derechos humanos. El concepto de dignidad, 

por tanto, no es una expresión vacía sino que por el contrario es la fuente de la que derivan todos los derechos 

básicos, además de ser la clave para sustentar la indivisibilidad de todas las generaciones de derechos humanos, 

ya que la idea de dignidad sirve como portal a través del cual la sustancia igualitaria y universalista se traslada 

al derecho”. 

En este mismo tenor, César Landa menciona que “la dignidad humana puede verse también como un principio 

rector de la política constitucional, en la medida que dirige y orienta positiva y negativamente la acción 

legislativa”.
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En el ámbito normativo internacional, en la Carta de las Naciones Unidas, en la Declaración Universal de los 

Derechos Humanos, en la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, así como en el Pacto 

Internacional de Derechos Civiles y Políticos, el reconocimiento de la dignidad humana es el pilar fundamental 

de donde emanan todos y cada uno de los derechos y obligaciones dentro de un Estado democrático, de ahí la 

importancia de su salvaguarda. 

Derivado de la dignidad, debemos reconocer el derecho a la integridad personal, entendiendo este, a juicio de 

Solórzano Betancourt, “como el derecho que implica el reconocimiento de la dignidad inherente al ser humano 

y, por lo tanto, de la preservación física, síquica y moral de toda persona, lo cual se traduce en el derecho a no 

ser víctima de ningún dolor o sufrimiento físico, psicológico o moral ”. 

Al respecto, cabe destacar que la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha analizado y conceptuado dicho 

derecho, dentro del dictamen formulado en la facultad de investigación 1/2007, en el que se precisa lo siguiente: 

“El derecho a la integridad consiste en la protección de la persona, en su ámbito físico, psicológico y moral. 

Este derecho encuentra justificación en el momento en que se materializa en la forma en la que se salvaguarda 

un trato digno y decoroso a las personas, prohibiéndose cualquier atentado a su integridad, principalmente, 

aquellos actos vejatorios, denigrantes, crueles e inhumanos”, lo cual encuentra sustento en el artículo 5 de la 



 
  

Declaración Universal de los Derechos Humanos, que a la letra señala lo siguiente: “Nadie será sometido a 

torturas ni a penas o tratos crueles, inhumanos o degradantes”. 

El derecho a la dignidad y la integridad de la persona puede ser vulnerado por diversas causas, siendo la más 

recurrente y trascendental, la violencia, y para el caso en particular y estudio de la presente iniciativa, la 

violencia escolar. La convivencia escolar armónica es un tema de la agenda pública, ya que el incremento de la 

violencia es una alta preocupación de padres y madres de familia, autoridades educativas, autoridades escolares, 

docentes y sociedad en general. 

En este tenor, los artículos 13, fracción VIII, y 46 de la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y 

Adolescentes establecen que éstos tienen derecho a vivir en una vida libre de toda forma de violencia y a que se 

resguarde su integridad personal, a fin de lograr las mejores condiciones de bienestar y el libre desarrollo de su 

personalidad. 

No obstante lo anterior, la violencia en el ámbito escolar es una realidad que deniega cada día a millones de 

niños y jóvenes el derecho humano fundamental de la educación. De acuerdo con información de Organización 

de las Naciones Unidas, para la Educación, la Ciencia y la Cultura (Unesco), el plan internacional estima que 

246 millones de niños y adolescentes podrían ser víctimas de la violencia al interior y alrededor de sus 

escuelas.
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La violencia escolar hace referencia a los actos, procesos y formas de relación mediante los cuales un individuo 

o un grupo dañan intencionalmente a otro y violan su integridad física, social o emocional dentro del edificio 

escolar o en los alrededores. Se caracteriza por el rompimiento de reglas o el uso de la fuerza, la cual se puede 

dirigir a un objeto o a una persona (Fajardo, 2003; Furlán, Ramos, Trujillo, Vázquez y Arce, 2003). 

El Instituto Nacional para la Evaluación de la Educación (INEE), en el documento denominado “La educación 

obligatoria en México. Informe 2018”, específicamente en el capítulo 6, “Los ambientes de enseñanza y 

aprendizaje: la convivencia escolar”, muestra estadísticas y evaluaciones sobre la incidencia de la violencia en 

las escuelas de educación obligatoria en nuestro país, en el que refieren que en el 2007, el INEE presentó el 

informe “Disciplina, violencia y consumo de sustancias nocivas a la salud en escuelas primarias y secundarias 

de México (Aguilera, Muñoz y Orozco, 2007)”, que tuvo como propósito documentar la situación de las 

escuelas en estos niveles educativos respecto de la violencia escolar, el cual incluía información respecto de la 

magnitud del problema, pues desde inicios del siglo XXI creció la preocupación de los padres de familia, las 

autoridades educativas y la sociedad en general por el tema, ya que se señalaba que la violencia se había 

incrementado en las escuelas. 

En el estudio se analizaron eventos que afectan el ambiente escolar y que se consideran manifestaciones de la 

violencia escolar. Los hallazgos evidenciaron que, como era sabido, el fenómeno de la violencia estaba presente 

en el sistema educativo, aunque su incidencia no era muy alta. Los datos de la siguiente gráfica muestran los 

porcentajes de estudiantes que declararon haber participado en acciones como robo, daño a las instalaciones, 

intimidación a compañeros y participación en peleas. Bajo la mirada de los alumnos como actores de la 

violencia, la acción más aceptada por ellos fue la participación en peleas donde hubo golpes, con 

porcentajes más altos en primaria que en secundaria; la acción menos reportada en los dos niveles fue el 

robo. 



 
  

 

Con la información proporcionada por los estudiantes, se conformó una medida sintética denominada “Índice de 

Participación en Actos de Violencia”, cuyo rango es de 0 a 100, donde el 0 significa que el estudiante no había 

participado en ninguno de estos actos y el 100 que había participado en todas las acciones indagadas. Este 

índice se analizó en cada uno de los niveles y por tipo de escuela. Los principales hallazgos fueron: 

1. En las primarias indígenas y las secundarias privadas el índice que se presentó fue: 15.5 puntos en las 

primeras, y 7.4 puntos en las segundas, lo que indicaba que la violencia no era privativa de un contexto en 

particular. 

2. Los estudiantes con antecedentes de repetición de algún grado escolar o de cambio de escuela habían 

participado con mayor frecuencia en los actos de violencia indagados, por lo que en su momento se planteó 

que las escuelas generaran estrategias para atender el rezago educativo como una acción de gestión 

preventiva en favor de mejores ambientes escolares y de aprendizaje. 

También se analizó la mirada de quien sufre violencia; es decir, el porcentaje de estudiantes de primaria y 

secundaria que reportaron haber sufrido algún acto de violencia, como se observa en la siguiente gráfica: 



 
  

 

Otro análisis realizado por el propio INEE mostró que la gestión escolar tiene un papel preponderante en la 

contención de la violencia, de tal modo que, si se aplican las reglas de manera consistente y mesurada, ésta 

puede disminuir. Tanto en primaria como en secundaria se identificó que el “Índice de Participación en Actos 

de Violencia” alcanzó valores más altos cuando los estudiantes reportaron que la disciplina escolar no era 

estricta, o bien, muy estricta; en cambio, cuando señalaron que la disciplina era moderadamente estricta se 

obtuvieron mediciones más bajas. 

Con la finalidad de identificar la magnitud de la violencia en los últimos años, se analizó la información que 

proporcionaron los estudiantes de sexto de primaria y tercero de secundaria en 2015 en los cuestionarios que 

acompañan las pruebas del Plan Nacional para la Evaluación de los Aprendizajes (Planea). 

En dichos instrumentos se les preguntó sobre la frecuencia con la que habían sido testigos de algunos actos, 

como insultos entre compañeros, robo de objetos o dinero, peleas a golpes y daño a las instalaciones, acciones 

indicativas de violencia escolar. Los resultados del procesamiento y análisis de la información recabada por el 

INEE, arrojaron que, la incidencia con mayor frecuencia en las instituciones educativas fue el insulto entre 

compañeros: 38.5 por ciento en primaria y 46.5 por ciento en secundaria, como se muestra en la siguiente 

gráfica: 



 
  

 

Los resultados en secundaria apuntan a que el insulto fue la agresión más recurrente, dato que de algún modo 

coincide con los resultados del Estudio Internacional de Educación Cívica y Ciudadana (ICCS, por sus siglas en 

inglés) 2016, en donde este tipo de agresión ocupó los porcentajes más altos: 64 por ciento de los estudiantes 

mexicanos de segundo grado reportó haber sido objeto de burlas y 63 por ciento recibir apodos ofensivos por 

parte de sus compañeros. En orden de frecuencia siguió el daño a objetos personales (romper a propósito un 

objeto de un compañero), con 28 por ciento; haber sido atacado físicamente por algún compañero, 20 por 

ciento; recibir amenazas de un compañero, 19 por ciento, y publicar en internet fotografías personales o textos 

ofensivos, 11 por ciento. 

En educación media superior (EMS) se dispone de información de 2016 a partir de los cuestionarios a 

estudiantes que se aplicaron en la Evaluación de Condiciones Básicas para la Enseñanza y el Aprendizaje 

(ECEA-EMS). Se les preguntó si ellos habían sido objeto de alguna agresión verbal, un robo o si se les había 

difamado, entre otras manifestaciones de violencia por parte de sus compañeros, sus profesores o directivos del 

plantel. A partir de los datos, se observa que el porcentaje más alto corresponde a la agresión verbal, pues 

alrededor de 1 de cada 4 estudiantes reportó haberla sufrido; le siguen el robo, la difamación y la agresión 

física; la acción con menor porcentaje fue la agresión sexual, de conformidad con la siguiente gráfica: 



 
  

 

De los datos anteriormente mostrados, los tipos de violencia que se ejerce a los estudiantes dentro y en los 

alrededores de las instituciones educativas; novatadas, riñas o peleas, bromas, humillaciones, agresiones 

verbales, robos, entre otras, son ejemplos de las acciones de esta naturaleza que se llevan a cabo y que vulneran 

la dignidad de los educandos, llegando incluso, a cobrar varias vidas en los últimos años. 

La violencia puede ocurrir en el aula, en el terreno de juegos, en los baños y vestuarios, en el camino a la 

escuela o de regreso al hogar y por conducto de internet. Puede ser perpetrada por alumnos, docentes y no 

docentes y afectar a las víctimas, a los testigos e incluso a los propios agresores. 

Claro ejemplo de ello es la novatada que se llevó a cabo en el mes de agosto de 2018 en la Normal Rural J. 

Guadalupe Aguilera, en el municipio de Acatlán, Durango, en la que falleció el joven Ronaldo M; así como la 

novatada que se realizó en julio de 2018 en la Escuela Normal Rural Mactumatzá , en Tuxtla Gutiérrez, 

Chiapas, en la que sometían a los alumnos de nuevo ingreso a realizar ochocientas sentadillas bajo el sol, sin 

beber agua y apenas alimentados, y que terminó con la muerte del alumno José N y otros cuatro estudiantes 

lesionados. 

En febrero de esta año, en Celaya, Guanajuato, cuatro jóvenes, de entre 13 y 14 años de edad, iniciaron una riña 

en la avenida Arboledas de la colonia Valle de los Naranjos, ubicada a 100 metros de la entrada de la Escuela 

Secundaria Federal Batallas de Celaya, con un saldo de un estudiante fallecido y otro más lesionado. Durante la 

confrontación, dos de los participantes utilizaron armas blancas, con las cuales atacaron a los otros dos menores 

de edad. 

Por lo que el papel que juegan quienes prestan servicios educativos para evitar que se efectúen este tipo de 

actividades que ponen en riesgo la salud, la integridad física o emocional; o de cualquier modo menoscaben la 



 
  

dignidad de cualquier educando, es fundamental y trascendental, toda vez que un centro escolar puede ser 

responsable ante casos de violencia si es negligente al reaccionar frente a este fenómeno, esto es, si incumple 

con los deberes que implica prestar un servicio educativo a menores de edad. 

En este sentido, conviene subrayar que en la prestación del servicio de educación a menores de edad se activan 

deberes de la mayor relevancia. Los directivos y profesores tienen bajo su cuidado la integridad de los menores. 

Así, las instituciones educativas que tengan a su cargo a un menor, tienen el deber de protegerlo contra toda 

forma de perjuicio o abuso físico o mental, deben llevar cabo las acciones necesarias para propiciar las 

condiciones idóneas para crear un ambiente libre de violencia en las instituciones educativas.
3
 

El deber general de protección de quienes prestan servicios educativos se traduce en medidas concretas de 

protección que deben estar orientadas a identificar, prevenir, tratar, reaccionar y sancionar los malos tratos que 

puede sufrir un niño, niña o adolescente. Los centros docentes tienen la indubitada responsabilidad de garantizar 

espacios seguros para que los menores puedan cursar sus estudios libres de agresiones y vejaciones, a través de 

acciones que permitan diagnosticar, prevenir, intervenir y modificar positivamente la convivencia escolar. 

La prestación del servicio educativo debe transmitir los valores que hacen posible la vida en sociedad, de forma 

singular, el respeto a todos los derechos y las libertades fundamentales, a los bienes jurídicos ajenos y los 

hábitos de convivencia democrática y de respeto mutuo. En este sentido, las escuelas juegan un rol crítico en la 

construcción de la resiliencia y sentimientos de bienestar del niño, que han sido también vinculados a reducir la 

posibilidad de que éste sea victimizado en el futuro, por lo que el Estado debe garantizar el respeto a todos sus 

derechos humanos en el centro escolar, y avalar que se promueva una cultura de respeto a éstos. 

Así, es primordial que la educación se preste en un ambiente seguro y estimulante para el niño, niña o 

adolescentes para lo cual, las escuelas deben proveer un ambiente libre de violencia, pues aquellos tienen 

derecho a sentirse seguros en la escuela y a no verse sometidos a la opresión o humillación recurrente del 

hostigamiento, ya que no es exagerado señalar que la seguridad del niño, niña o adolescentes en el centro 

escolar constituye una base fundamental para ejercer su derecho a la educación.
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Es por lo anteriormente expuesto que, como integrante del Partido Acción Nacional, conocedor de que la 

dignidad de la persona es la base de todo el andamiaje legal en lo que respecta a los derechos humanos, para 

proteger este derecho así como la integridad personal del niño, niña y adolescente, presento esta iniciativa, con 

el objeto de establecer sanciones administrativas para quienes prestan servicios educativos, que incumplan con 

los deberes que implica prestar un servicio educativo a menores de edad, en específico, siendo negligente al 

reaccionar frente al fenómeno de la violencia, como lo es, que efectúen o que permitan que se efectúen en las 

instituciones educativas, actividades que pongan en riesgo la integridad física o emocional; o de cualquier modo 

menoscaben la dignidad de cualquier educando. 

Dichas sanciones consistirán en una multa considerable y, en su caso, la revocación de la autorización o retiro 

del reconocimiento de validez oficial de estudios correspondiente, sin perjuicio de las penales y de otra índole 

que resulten. 

Por lo anteriormente expuesto me permito someter a su consideración la siguiente iniciativa con proyecto de 

Decreto por el que se reforman los artículos 75, fracción IX, y 76, fracción III, de la Ley General de 

Educación 

Artículo Primero. Se reforma la fracción IX del artículo 75 de la Ley General de Educación, para quedar como 

sigue: 



 
  

Artículo 75. ... 

I. a VIII. (...) 

IX. Efectuar o permitir que se efectúen en las instituciones educativas , actividades que pongan en riesgo 

la salud, la integridad física o emocional; o de cualquier modo menoscaben la dignidad de cualquier 

educando . 

X. a XVII. ... 

Artículo Segundo. Se reforma la fracción III del artículo 76 de la Ley General de Educación, para quedar como 

sigue: 

Artículo 76. ... 

I. y II. ... 

III. En el caso de incurrir en las infracciones establecidas en las fracciones IX, XIII, XIV del artículo 

anterior, se aplicarán las sanciones establecidas en las fracciones I y II de este artículo, sin perjuicio de las 

penales y de otra índole que resulten. 

... 

Transitorios 

Artículo Primero. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial 

de la Federación. 

Artículo Segundo. Se derogan todas aquellas disposiciones que se opongan a la presente. 

Notas 

1 https://revistas.juridicas.unam.mx/index.php/cuestiones-constitucionales/article/view/5649/7378  

2 https://es.unesco.org/themes/acoso-violencia-escolar  

3 SCJN, Primera Sala, Tesis Aislada “Deberes de los centros escolares frente al bullying escolar.”, Registro: 

2010348, Gaceta del Semanario Judicial de la Federación Libro 24, Noviembre de 2015, Tomo I. 

4 SCJN, Primera Sala, Tesis Aislada “Derecho a la educación. Implica el deber de impartirla en un ambiente 

libre de violencia.”, Registro: 2010221, Gaceta del Semanario Judicial de la Federación Libro 23, Octubre de 

2015, Tomo II. 

Dada en el recinto legislativo de San Lázaro, a los tres días de abril de 2019. 

Diputado Felipe Fernando Macías Olvera (rúbrica) 
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